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Los hechos más saltantes del mes de junio  fueron: 
En Bolivia se presentaron múltiples conflictos declarados pero sin lugar a dudas, el motín policial declarado el 20 de junio es el hecho de mayor relieve por sus connotaciones políticas e institucionales. En Colombia, las tres ramas del poder público bajaron sustancialmente sus niveles de aprobación, se creó un amplio movimiento ciudadano promoviendo la derogatoria de una ley, desde diferentes sectores se buscó la revocatoria inmediata del Congreso, el Ministro de Justicia se vio obligado a renunciar, y se resquebrajó, tal vez irremediablemente, la bancada parlamentaria del Presidente. En Ecuador, la consideración del pedido de asilo de Julián Assange, la orientación de no dar declaraciones a medios privados monopólicos por parte de ministros y altos funcionarios del Ejecutivo, el cierre legal de estaciones de radios en provincias y nuevas organizaciones políticas inscritas en el Consejo Nacional Electoral. En Perú, a casi un año de gobierno -según diversos analistas- el mandatario ha perdido su inicial ubicación en el centro político, administrado por su primer premier, Salomón Lerner, para desplazarse de manera creciente hacia una alianza con sectores empresariales, en particular de la gran minería. 

BOLIVIA
A pesar de un invierno particularmente crudo, el mes de junio ha sido el más caliente del año en el termómetro político, no sólo por la cantidad de conflictos declarados sino por la elevada temperatura de sus manifestaciones. Sin lugar a dudas, el motín policial declarado el 20 de junio es el hecho de mayor relieve por sus connotaciones políticas e institucionales.
Motín policial
Durante siete días los efectivos policiales de bajo rango de todo el país se declararon en rebeldía frente a sus mandos superiores y frente al gobierno nacional protagonizando acciones violentas como la toma de oficinas de la propia institución, la destrucción de archivos y la expulsión de oficiales de alto rango de sus oficinas.
Es de advertir que los  síntomas de convulsión interna en la Policía se habían hecho evidentes, al menos, unas semanas antes de que explotaran públicamente. El escándalo producido por la incorporación de 54 aspirantes a la Academia Nacional de Policías, manifiestamente manipulada y con fuertes indicios de corrupción, los procesos penales contra funcionarios de alto rango y la renuncia del Comandante General que esos hechos provocaron, así como el nombramiento irregular del nuevo Comandante General[footnoteRef:1], ya habían generado una fuerte tensión interna que adquirió su máxima expresión en el momento en que los policías de base y los oficiales de rango inferior enarbolaron un conjunto de demandas laborales e institucionales que parecían condensar un estado de ánimo generalizado de descontento y  un clima de descomposición institucional.  [1:  Ver Coyuntura Andina mayo de 2012] 

Al parecer, el gobierno no supo leer adecuadamente esas señales, o bien las subestimó. Lo evidente es que cuando adquirieron estado público bajo la forma de abierto desacato  al principio de autoridad y a las normas disciplinarias por parte de toda la tropa, clases y suboficiales el gobierno atribuyó esas acciones al “afán de la derecha y del imperialismo norteamericano por desestabilizar el orden democrático e interrumpir el proceso de cambio”[footnoteRef:2]. [2:  Declaraciones de los principales personeros del gobierno, incluidos el Presidente y Vicepresidente. Todos los medios.] 

Las demandas que articularon la movilización policial parecían razonables y legítimas (nivelación salarial con las Fuerzas Armadas, derecho a jubilación con el 100% del haber ganado, incorporación de los policías a la Ley General del Trabajo y abrogación de la Ley 101 que establece un régimen disciplinario que los policías consideran violatorio de sus derechos constitucionales) y ya habían sido planteadas en otros momentos sin que las autoridades gubernamentales les prestaran la atención adecuada[footnoteRef:3]. Un factor que parece haber galvanizado esas demandas y desencadenado el motín policial que puso en vilo al gobierno radica en el trato manifiestamente  preferencial que otorga el gobierno a las Fuerzas Armadas, como parte de una estrategia -que se ha mostrado hasta hoy muy exitosa- de cooptación política de la institución castrense, cuyos mandos han asumido un abierto compromiso con el proyecto político que lidera el presidente Morales.  [3:  nacional@paginasiete.bo  14.06.12] 

En horas de la madrugada del día 27, el gobierno logró la suscripción de un acuerdo que, esencialmente, difiere la solución de las demandas policiales, encomendando su análisis a comisiones especiales conformadas por personeros oficiales y representantes de los policías. No es irrelevante el hecho de que se hubiera logrado tal acuerdo pocas horas antes de que la IX Marcha Indígena ingresara a la ciudad de La Paz. 
Un aspecto a destacar de esta suerte de avalancha conflictiva que se ha  producido a lo largo de los últimos meses es el carácter eminentemente corporativo de sus causas. Además del conflicto policial, las disputas entre mineros asalariados y mineros cooperativistas por la posesión de   yacimientos ubicados en los departamentos de La Paz y Potosí, que han provocado bloqueos de carreteras  y enfrentamientos violentos con saldo de decenas de heridos obligando al gobierno disponer la militarización de esas regiones, constituyen una elocuente expresión de ese fenómeno. Llama la atención esta recurrente falta de reacción oportuna de las instancias gubernamentales para tratar las demandas de distintos sectores que, notoriamente, presentan un potencial conflictivo, más aún si se toma en cuenta que casi la totalidad de las demandas provienen de sectores sociales identificados o afines con el proyecto político del MAS. 
La IX Marcha Indígena llega a La Paz “contra viento y marea” 
La IX Marcha Indígena “en defensa del Territorio Indígena del Parque Nacional Isiboro Sécure (TIPNIS), a pesar de muchos intentos de parte del gobierno y de sus organizaciones de base para detenerla,  llegó a la sede de gobierno el día 27 de junio, al cabo de casi sesenta días de haberse iniciado[footnoteRef:4].  [4:  Todos los medios   28.06.12] 

La movilización de las organizaciones sociales afiliadas al MAS “en defensa de la democracia, del proceso de cambio y del presidente Morales” el mismo día que se había anunciado la llegada de la marcha indígena generó un ambiente de alta tensión por el riesgo de una confrontación violenta. Hubo algunas escaramuzas pero, felizmente, la cosa no pasó a mayores.
Una nota, entre irónica y patética, es que las fuerzas policiales amotinadas durante siete días y  acusadas por el gobierno de ser parte de una conspiración para desencadenar un golpe de Estado,  apenas unas horas después de haberse suscrito el acuerdo que ponía fin al conflicto, estaban en las calles para impedir a cualquier precio, incluyendo el uso de gases lacrimógenos,  que la marcha indígena ingresara a la Plaza Murillo, donde se encuentran el Palacio Presidencial y la sede del Legislativo, verdadero icono de las revueltas sociales desde la guerra de la independencia.
Es difícil prever el desenlace final de este complejo asunto. Por un lado el gobierno parece muy empeñado en la construcción de la carretera que atraviese el TIPNIS y, por el otro, los indígenas movilizados en la IX Marcha consideran esa obra como gravemente atentatoria contra el hábitat  y el equilibrio ambiental, no sólo del Parque sino de toda la región amazónica tributaria del mismo. Mientras el gobierno sostiene que cuenta con el respaldo de la mayor parte de las centrales/comunidades que habitan en el TIPNIS, los dirigentes de la IX Marcha Indígena consideran apócrifas las instancias de representación con las cuales ha venido negociando el gobierno. 
Aún no se sabe si el gobierno aceptará dialogar directamente con los dirigentes de la IX Marcha y éstos, por su parte, han anunciado que permanecerán en La Paz tanto tiempo como sea necesario para lograr ser escuchados por el gobierno.
Para hacer un poco más complicada la situación, el Tribunal Constitucional ha emitido un fallo declarando la “constitucionalidad” de la Consulta Previa que deberá hacerse sobre la carretera por el TIPNIS, pero “condicionada” a una negociación que debe llevar a cabo el gobierno con los habitantes del TIPNIS. Entretanto, según la decisión del Tribunal, queda en suspenso la consulta.  Muchos expertos han calificado el fallo como un “laberinto jurídico”.
Al final del día, el gobierno parece ser presa de un dilema existencial: o gobierna bien para todos los bolivianos y bolivianas, con políticas públicas claras y consistentes orientadas a mejorar sustancialmente las condiciones de vida de la población y principalmente de los sectores más empobrecidos, o concentra su atención exclusivamente en una estrategia de poder que sólo reconoce aliados y enemigos, situando entre los últimos a todos los sectores que demandan mayor atención a sus necesidades cotidianas y a todo ciudadano que emite una opinión crítica a la gestión gubernamental. Esta visión maniquea parece empañar la vista de los principales operadores del entorno presidencial y genera riesgos no desdeñables para la convivencia pacífica, la estabilidad institucional y la vigencia del Estado de Derecho en el país.
Es evidente que la 42ª. Asamblea General de la OEA, Rio + 20,  la nacionalización de la empresa minera Colquiri[footnoteRef:5], el asilo político otorgado por el Brasil al senador de Convergencia Nacional Roger Pinto, la ocupación de la sede de Naciones Unidas por parlamentarios de la oposición que denuncian persecución política, la polémica sobre la presencia o no de carteles del narcotráfico en Bolivia, la constitucionalidad o no de una nueva postulación de Evo Morales a las elecciones presidenciales de diciembre de 2014, el colapso de AMETEX la más grande fábrica de textiles del país, la posible recisión de contrato con la empresa india JINDAL que debía desarrollar los yacimientos de hierro del Mutún, quedaron relegadas a quinto plano en la lectura de la coyuntura del mes, por la gravedad e impacto de la revuelta policial.   [5:  El 20 de junio el Gobierno aprobó un decreto para nacionalizar la empresa minera Colquiri, productora de un rico yacimiento de zinc y estaño en el departamento de La Paz, que hasta ese momento era operada en contrato de riesgo compartido por la compañía Sinchi Wayra, subsidiaria del consorcio suizo Glencore International. El decreto establece que la administración del yacimiento pasa a manos de la estatal Corporación Minera de Bolivia (Comibol), y que ésta arrendará a cooperativistas mineros algunas vetas. Determina también que el Estado no  pagará ningún tipo de compensación económica a Glencore por los derechos de explotación de la mina y que sólo reconocerá el valor de la maquinaria y los insumos almacenados, descontando las deudas de la empresa. La nacionalización pone fin a un largo conflicto que se inició con la violenta toma de la mina por parte de cooperativistas mineros que operaban vetas próximas al yacimiento y que tras ser desalojados por la policía y el ejército protagonizaron numerosas marchas y bloqueos en la ciudad de La Paz exigiendo la expulsión del consorcio suizo. Asimismo, hace efectivo un deseo del presidente Morales que ya en el 2008 intentó nacionalizar el yacimiento pero que no pudo hacerlo porque los trabajadores de Sinchi Wayra se movilizaron protestando por la iniciativa. Por su parte, los gremios de empresarios y mineros privados han protestado por la determinación gubernamental ya que consideran que una vez más se toman medidas que deterioran el clima de inversión en Bolivia y que lejos de precautelar los intereses del Estado premian el avasallamiento de privados afines al Gobierno.
] 

¡De último momento¡ El sábado 30 de junio el gobierno alcanzó  un acuerdo con el Consejo T´siman Mosetene –que participó en la IX Marcha Indígena- logrando que los representantes de esas comunidades se replieguen a sus territorios. Aunque los dirigentes de la Marcha han denunciado que se trata de sectores afines políticamente al gobierno y que no habitan el TIPNIS[footnoteRef:6], es indudable que ese repliegue debilita considerablemente la capacidad de presión y negociación de los indígenas movilizados en torno a un objetivo principal: impedir la construcción de una carretera que atraviese por el corazón del TIPNIS.   [6:  www.cambio.bo		01.07.12	Tapa y pag. 10
  www.la-razon.com		01.07.12	Tapa y pag. 46
  nacional@paginasiete.bo	01.07.12	Tapa y pag. 2] 


COLOMBIA
En cuestión de dos semanas, en Colombia las tres ramas del poder público bajaron sustancialmente sus niveles de aprobación, se creó un amplio movimiento ciudadano promoviendo la derogatoria de una ley, desde diferentes sectores se buscó la revocatoria inmediata del Congreso, el Ministro de Justicia se vio obligado a renunciar, y se resquebrajó, tal vez irremediablemente, la bancada parlamentaria del Presidente. Un escenario como este refleja lo delicado de la coyuntura política en la que se encuentra el país, por cuenta de un proyecto de ley que, aunque oficialmente pretendía hacer más eficiente los procesos judiciales, era una contrarreforma que creaba una estructura jurídica en la que la impunidad sería la regla general para congresistas y altos funcionarios del Gobierno. 
No fue una Reforma Judicial. Fue una contrarreforma política
La necesidad de una reforma que ayude a descongestionar los procesos judiciales y a llenar algunos vacíos jurídicos, ha sido por años un tema recurrente en la agenda del país. En ese sentido, y como cumplimiento de un compromiso de campaña, el presidente Juan Manuel Santos presentó en 2011 un proyecto de reforma constitucional en la materia. Este proyecto, sin embargo, desde un inicio demostró estar dirigido, más que a modernizar la justicia, a crear el marco disciplinario necesario para blindar al Congreso y a los altos funcionarios del Gobierno frente a procesos judiciales, como se reportó en el informe de coyuntura de diciembre de 2011. 
Así, por ejemplo, se estableció un ¨antejuicio político¨ a los congresistas antes de cualquier proceso judicial, en el que no sólo se tenía que probar que en su accionar existía mala fe sino que además esta instancia estaría presidida por la Contraloría y la Procuraduría, organismos de control cuyas cabezas son elegidas, precisamente, por los mismos congresistas. Adicionalmente, se eliminaba la violación al régimen de inhabilidades como causal de pérdida de investidura parlamentaria y se prohibían las detenciones preventivas contra congresistas y funcionarios del Gobierno previo a la existencia de una acusación formal. Estas y otras figuras dentro de articulado de la ley, además de evidenciar que los parlamentarios estaban legislando en beneficio propio, creaban un vacío jurídico con el que cerca de 1600 funcionarios y exfuncionarios condenados o investigados por diversos crímenes, podrían salir de la cárcel aduciendo su derecho a acogerse a la ley más laxa. 
Este escenario de impunidad se pudo evitar por la acción oportuna de la ciudadanía, la cual, liderada por una serie de ONG, no solo promovió un referendo derogatorio de la ley a través de la recolección de firmas, sino que además logró visibilizar lo aprobado por el Congreso y movilizar amplios sectores sociales. La presión obligó al Presidente a objetar el proyecto de ley y al Congreso a archivarlo antes de que este pudiera convertirse en ley. 
La ciudadanía y la oposición ganan. El Congreso y el Presidente pierden
En medio de esta situación, el Congreso puede identificarse como una de las instituciones más damnificada, no sólo por el alcance del texto que aprobó sino porque quedó la sensación de que lo hizo de manera irregular y de espaldas al país, ya que para la adhesión de algunos de los artículos cuestionados se saltaron el debido proceso. Así mismo, porque en los debates posteriores a las objeciones presidenciales, transmitidas por televisión a todo el país, se percibió una especie de ¨espíritu de cuerpo¨ en la mayoría de parlamentarios, bien negando la gravedad de los hechos,  evadiendo en bloque la responsabilidad política y ética de la situación o, incluso, culpando a los medios de comunicación y ciudadanos de haber provocado una crisis de manera injustificada.  
Esto ocasionó que los niveles de aprobación del Congreso cayeran a uno de sus puntos históricos más bajos -16%-, y que alrededor de su revocatoria se crearan diversos grupos ciudadanos. Si bien la posibilidad de que estos últimos se materialicen es reducida -por lo menos en el corto plazo-, es innegable que esta opción permanecerá latente por un buen tiempo. Paradójicamente, no parece que esta salida en falso vaya a implicar un cambio significativo en el accionar del Legislativo. De hecho, lo más probable es que en lo que resta del cuatrienio aparezcan nuevas iniciativas intentando revivir algunas de las prerrogativas de la fallida Reforma, aunque seguramente de manera soterrada. Al fin y al cabo, tales privilegios jurídicos se han convertido en un punto de honor para las mayorías parlamentarias desde el Gobierno del expresidente Uribe, precisamente cuando las Altas Cortes iniciaron el proceso de la parapolítica que al día de hoy tiene a más de 100 parlamentarios investigados o condenados. Además, tradicionalmente en Colombia la indignación ciudadana no se ha transformado en castigo electoral. 
Pero quien posiblemente más haya perdido a lo largo de este escándalo ha sido el presidente Santos. Este, aunque en el último momento terminó sumándose a las voces de protesta ciudadana y promoviendo el hundimiento de la reforma, no sólo no logro ocultar que su Gobierno fue autor de la iniciativa y uno de sus principales promotores lo largo de su trámite legislativo, sino que además, en su intento por salir indemne, terminó resquebrajando su bancada de Unidad Nacional -cinco partidos que representan el 90% del Congreso-. Así, el hecho de que el Presidente, públicamente, haya señalado al Congreso como el único responsable, generó evidentes molestias entre sus mayorías parlamentarias, las cuales no sólo se encargaron de evidenciar la activa participación del Ejecutivo en la elaboración de todos los textos sino que además dejaron entrever su descontento con un Gobierno que, desde su punto de vista, los traicionó al dejarlos solos después de haber sacado adelante su agenda legislativa. 
Como consecuencia, no solo la imagen del Presidente llegó a su punto más bajo en lo corrido del cuatrienio -55%-, sino que además ocasionó la renuncia de su Ministro de Justicia, valga decir, el único funcionario que de manera directa aceptó la responsabilidad política de los hechos -aunque aduciendo errores de omisión antes que de ética-. No sorprendió que su renuncia fuera aceptada inmediatamente, ya que el ambiente era propicio para que, en el corto plazo, los congresistas pidieran su cabeza. El Gobierno, además, se vio obligado -en un hecho que todavía no se ha hecho público- a congelar temporalmente  toda su agenda legislativa 2012 – 2013 ante el riesgo de que el Congreso, como represalia, la torpedeara. Esto, en un país netamente presidencialista como Colombia, no implica que las relaciones entre el Ejecutivo y Legislativo vayan a entrar en una lógica “gobierno – oposición”.  Sin embargo, si es de esperarse que de ahora en adelante las relaciones sean mucho más tensas y que estén basadas en transacciones burocráticas cada vez más costosas, lo cual, eventualmente, podría poner en riesgo las aspiraciones releccionistas del Presidente.
En medio de esta situación, dos sectores salieron fortalecidos: por un lado, la sociedad civil, la cual demostró no estar dispuesta a aceptar este tipo de arbitrariedades y tener la capacidad de organización y movilización -siempre apegada a la legalidad- capaz de enfrentar con éxito a los poderes políticos. El hecho de que en cuestión de pocos días lograran promover un referendo revocatorio de la Reforma –referendo que se vio truncado por el hundimiento del proyecto pero que tenía significativas probabilidades de éxito- y que movilizaran amplios sectores en todo el país, de prácticamente todas las corrientes políticas y condiciones económicas, revitalizó el activismo ciudadano que había estado particularmente pasivo en la última década. Es previsible que esta ola de indignación juegue un importante rol electoral en los comicios parlamentarios y presidenciales de 2014, bien promoviendo el voto castigo contra quienes apoyaron la reforma o bien endosando su voto a opciones alternativas.  
El otro ganador fue el Polo Democrático Alternativo, único partido de oposición en el país. Esta colectividad, sustancialmente diezmada por cuenta de su minoritaria presencia parlamentaria y los escándalos de corrupción interna, no sólo fue la única que sistemáticamente y en bloque votó negativamente la Reforma, sino que desde un inicio denunció constantemente sus implicaciones. Aunque todavía no hay encuestas que lo demuestren, es probable que su imagen positiva haya crecido frente a la opinión pública, logro nada despreciable de frente a las próximas elecciones. En todo caso, si algo debieron sacar como lección de esta movilización, es que solos no son opción de poder viable, y que para triunfar electoralmente van a necesitar crear puentes de colaboración con otros sectores políticos y sociales. Esta opción, impensable hace tan solo seis meses (ver informe de coyuntura de octubre 2011), hoy parece revivir.  

ECUADOR
La consideración del pedido de asilo de Julián Assange, la orientación de no dar declaraciones a medios privados monopólicos por parte de ministros y altos funcionarios del Ejecutivo, el cierre legal de estaciones de radios en provincias y nuevas organizaciones políticas inscritas en el Consejo Nacional Electoral marcan la coyuntura de junio en el Ecuador. 

Petición de asilo al Ecuador por parte de Assange
El presidente Correa señaló que el gobierno analiza "con absoluta responsabilidad la petición de asilo del señor Assange" [footnoteRef:7] quien desde la semana del 18 de junio se encuentra bajo la protección de la Embajada del Ecuador en Londres. Mientras que fuerzas que apoyan al gobierno dicen sentirse gratificadas por la solicitud de asilo de un defensor de la libertad de prensa en circunstancias en las que el Ecuador internacionalmente ha sido acusado en algunos foros de afectar la misma.  Diversos analistas señalan que “este caso no deja en juego nada importante para nuestro país.[footnoteRef:8]	
 [7:  El Comercio. 22/06/12. Ecuador dilata su respuesta a Julián Assange. Disponible en: http://www.elcomercio.com/politica/Ecuador-dilata-respuesta-Julian-Assange_0_725927403.html.]  [8:  Entrevista Grace Jaramillo, experta en relaciones Internacionales, http://www.elcomercio.com/ 24/06/12] 

Prohibición  de dar entrevistas a medios de comunicación privados
La noticia del asilo de Assange coincidió con la instrucción analizada en sesión de Gabinete de no brindar declaraciones a medios privados. Se conoce que hubo en el seno del Gabinete voces que no coincidían con la orientación señalada, pero que luego de analizar la situación y la solicitud del presidente Correa se decidió acatar la misma. 
Esta decisión fue criticada por diversos medios como una suerte de censura previa que va contra principios constitucionales. Algunos asambleístas de Alianza País, sugirieron que la orientación debía incluir también a los asambleístas de la alianza gubernamental. Diversos sectores señalaron tal reacción  como un esfuerzo de hacer “buena letra” para ser incluidos en la futura lista de candidatos a la Asamblea. Por su parte, el oficialista Presidente de la Asamblea Nacional, Fernando Cordero, salió a dar entrevistas con los medios supuestamente vetados dando a entender no solo que no se siente implicado por la decisión sino que ella le merece observaciones[footnoteRef:9].  [9:  El Comercio. 16/06/12. Correa reiteró la prohibición a sus ministros de no dar entrevistas a 'medios mercantilistas'. Disponible en: http://www.elcomercio.com/politica/Rafael-Correa-prohibe-ministros-entrevista-mercantilistas-libertad-expresion_0_719928044.html] 


Aprobación del proyecto de Ley Orgánica para las Personas con Discapacidad
En el clima de polarización que se expresa una vez más ante el análisis del proyecto de Código Orgánico Penal Integral, la Asamblea Nacional aprobó por unanimidad la Ley en favor de los ciudadanos de capacidades especiales.
El texto de 117 artículos tiene como objeto asegurar la prevención, detección oportuna, habilitación y rehabilitación de la discapacidad y garantizar la plena vigencia, difusión y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad[footnoteRef:10] y considera beneficios como seguro de vida, la remisión de información, becas, la formación de conductores y choferes, el porcentaje de inclusión laboral, crédito preferente, exenciones arancelarias, jubilación a los 25 años de aportación. Asimismo, determina que las instituciones públicas y privadas, así como el transporte público deberán en el plazo máximo de un año realizar adecuaciones necesarias en sus instalaciones para el acceso adecuado de las personas con capacidades especiales[footnoteRef:11]. [10:   Revista Vistazo. 27/06/12. Asamblea Nacional aprueba la Ley Orgánica de Discapacidades. Disponible en: http://www.vistazo.com/webpages/pais/?id=20537.]  [11:  Diario El Hoy. Ley de discapacidades: un nuevo estilo de vida. Disponible en: http://www.hoy.com.ec/noticias-ecuador/ley-de-discapacidades-un-nuevo-estilo-de-vida-553324.html. ] 


Suspensión de frecuencias de radio emisoras
En el mes de junio fueron suspendidas las frecuencias de algunas radioemisoras. Tal decisión asumida por la Superintendencia de Telecomunicaciones_Supertel, implicó el cierre de: RU Matriz Cadena Sur, en Machala, que habría estado sin permiso desde agosto del 2008, y Radio  Cosmopolita, en su caso porque no estaba pagando el “arrendamiento de la frecuencia al Estado. De esta manera la prensa informa que “con el cierre de las emisoras, suman 16 los medios de comunicación cerrados en lo que va del año, según las estadísticas de la propia Supertel[footnoteRef:12]. [12:  El Universo. 13/06/12. Supertel cerró dos emisoras más en Machala y Huaquillas. Disponible en: http://www.eluniverso.com/2012/06/13/1/1355/supertel-cerro-dos-emisoras-mas-machala-huaquillas.html] 


Ecuador elimina el entrenamiento de militares en el Instituto para la Cooperación en Seguridad en América Latina
Por otra parte, los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores, luego de asistir a una reunión del Presidente de la República con el sacerdote estadounidense Roy Bourgeois, fundador del Observatorio para el Cierre de la Escuela de las Américas (SOAW, por sus siglas en inglés) informaron que el Ejecutivo “ha resuelto que no se va a enviar más oficiales o miembros de tropa ni de las Fuerzas Armadas ni de la Policía” al ahora denominado Instituto para la Cooperación en Seguridad en América Latina”; la razón sería la de responder a “un clamor democrático por la historia que han tenido algunos exoficiales” del centro de adiestramiento “en acciones de violación de los derechos humanos”. [footnoteRef:13] [13:  El Universo. 27/06/12. Canciller confirma que Ecuador no enviará militares a antigua Escuela de las Américas. Disponible en: http://www.eluniverso.com/2012/06/27/1/1355/canciller-confirma-ecuador-enviara-militares-antigua-escuela-americas.html] 


Visita de Michelle Bachelet  al Ecuador
En términos de visitas de personalidades extranjeras, en el mes de junio visitaron el Ecuador, Michelle Bachelet Directora General de ONU Mujer, quien además de entrevistarse con el Presidente de la República y otros altas y altos dignatarios de Estado y asistir a eventos con las organizaciones de la sociedad civil, firmó un convenio de cooperación con la UNASUR quien desde el 11 de este mes tiene como su Secretario Ejecutivo, Ali Rodríguez Araque, personalidad con extensa e importante trayectoria en el gobierno venezolano[footnoteRef:14].  [14:  El Universo. 27/06/12. ONU denuncia graves violaciones de derechos humanos en Bielorrusia desde 2010. Disponible en: http://www.eluniverso.com/2012/06/27/1/1361/onu-denuncia-graves-violaciones-derechos-humanos-bielorrusia-desde-2010.html.] 


Visita del presidente de Bielorrusia al Ecuador
Adicionalmente, visitó el Ecuador el presidente de Bielorrusia, Alexander Lukachenko, quien previamente estuvo en visita oficial en Cuba y Venezuela. Durante su visita se conoció que en Ginebra, la alta comisionada de la ONU para los Derechos Humanos, Navi Pillay, denunció las "graves violaciones" de los derechos humanos que tienen lugar en Bielorrusia desde finales de 2010 y alertó de su "carácter sistémico".

Destitución del Prefecto de Cotopaxi 
El prefecto de Cotopaxi César Umaginga –opositor al gobierno y parte del Movimiento Pachakutik– fue cesado de su cargo y reemplazado por decisión del Consejo Provincial por Blanca Guamangate, también de Pachakutik quien de acuerdo a seguidores de Umaginga tendría una línea cercana al oficialismo. Ello es entre otras cosas una adicional expresión del malestar que invade las filas de la mencionada organización política en medio de acusaciones cruzadas sobre la adecuada forma de defender los intereses de los indígenas y de relacionarse con el gobierno[footnoteRef:15]. Por otra parte, se señala que “Marcelino Chumpi, prefecto de Morona Santiago; Salvador Quishpe, de Zamora Chinchipe, y Paul Carrasco, de Azuay son el centro de expedientes elaborados por inteligencia”,[footnoteRef:16] todos ellos han asumido posiciones críticas en contra del gobierno y adicionalmente el último se ha declarado precandidato presidencial.   [15: Ecuadorinmediato. 11/06/12. César Umaginga no pudo ingresar esta mañana a la Prefectura de Cotopaxi, tras ser destituido. Disponible en:	 http://www.ecuadorinmediato.com/index.php?module=Noticias&func=news_user_view&id=175157&umt=ce9sar_umaginga_no_pudo_ingresar_esta_maf1ana_a_prefectura_de_cotopaxi2c_tras_ser_destituido]  [16:  Revista Vanguardia, 25 de junio al 1ro de junio del 2012] 


Restricciones a las importaciones
Considerando posibles restricciones fiscales que pudieran derivarse de una caída en el precio del petróleo y disminuciones en las remesas y otras fuentes de ingresos de divisas, el gobierno dictó una serie de medidas destinadas a restringir las importaciones. De esta manera se señalaron cupos para la importación de vehículos y celulares y se incrementaron aranceles “que afecta a cerca de 20 subpartidas relacionadas a bebidas alcohólicas y 83 bienes como televisores, tintes, papel y otros.”[footnoteRef:17] Una medida similar que debía ser aplicada a bombillos ahorradores de luz fue desestimada luego de que el Presidente considerara que la misma afectaba el propósito del gobierno de extender el uso de los mismos en la ciudadanía. [17:  El Universo. 18/06/12. Reforma arancelaria para más de un centenar de productos importados. Disponible en: http://www.eluniverso.com/2012/06/18/1/1356/reforma-arancelaria-mas-un-centenar-productos-importados.html

] 


Por culminar el plazo para la reinscripción de partidos políticos
A menos de tres semanas de que se cumpla el plazo de reinscripción de las organizaciones políticas se conoció que Ruptura de los 25 y Concertación Nacional liderados por María Paula Romo y César Montufar respectivamente –ambas organizaciones de inspiración programática de centro izquierda y centro derecha–, fueron aceptadas por el Consejo Nacional Electoral. Similar decisión benefició al movimiento del Guayas Madera de Guerrero liderados por el acalde de Guayaquil Jaime Nebott y la asambleísta Cinthia Vittery importantes dirigentes de la oposición.   


PERÚ
El próximo 28 de julio el presidente Ollanta Humala cumplirá su primer año de gobierno. En el país hay un amplio consenso referido a que durante este lapso, en particular a partir de diciembre del 2011, ha abandonado no solo sus promesas originales —que se condensaban en La Gran Transformación— sino incluso algunos de los compromisos que asumió en la segunda vuelta electoral —la Hoja de Ruta—. Según diversos analistas el mandatario ha perdido su inicial ubicación en el centro político, administrado por su primer premier, Salomón Lerner, para desplazarse de manera creciente hacia una alianza con sectores empresariales, en particular de la gran minería. Simultáneamente, habría alimentado la concentración del poder, en torno a su persona, de un núcleo de militares retirados.
 


Conga contamina la agenda política

El debate sobre la concreción del proyecto minero aurífero Conga, instalado en la región Cajamarca, en la sierra norte del país, está teniendo una influencia decisiva en términos políticos, mediáticos y sociales desde que en noviembre del año pasado irrumpió en la agenda pública. El gobierno central ha encabezado la consigna Conga Va, frente a la que enarbolan el presidente de la Región Cajamarca y otros dirigentes nacionales: Conga No Va.
 
El 23 del mes en curso el presidente Humala anunció que la empresa Minera Yanacocha (Buenaventura-Newmont) había aceptado las nuevas demandas planteadas por el gobierno como producto de un peritaje encargado a expertos internacionales: preservar dos de las cuatro lagunas que convertirían en reservorios, cuadruplicar el volumen de agua para la zona de influencia del proyecto, permitir un monitoreo participativo del impacto ambiental y ofrecer diez mil puestos de trabajo. Sin embargo, en una declaración pública posterior, el presidente de Buenaventura, Roque Benavides, dejó ver que no había tal plena identificación de la empresa con la posición del gobierno: el empresario no garantizó que se preservarían dos de las lagunas potencialmente afectadas ni quedó claro el compromiso sobre el número de puestos de trabajo.

La huelga indefinida declarada por el gobierno regional de Cajamarca y el Frente de Defensa de la región, iniciada el 31 de mayo, se mantiene en pie, aunque en días recientes ha tendido a debilitarse. Es probable que la huelga deba ser levantada por lo prolongada que está siendo y porque la principal resistencia al proyecto se encuentra en las zonas rurales afectadas por la minería y no en la capital de la región, la ciudad de Cajamarca. 

Empero, el fin formal de esta paralización difícilmente signifique que concluyan las protestas sociales, en particular las de origen rural. El Conga Va lanzado por el gobierno y la empresa no ha puesto punto final a las tensiones sociales regionales, y puede afectar –por la forma como se ha manejado políticamente– la viabilidad social de algunos de los futuros proyectos mineros. La inversión de 4 800 millones de dólares prevista para Conga es solo una pequeña parte de la inversión minera global, que según se prevé será de 50 000 millones de dólares en los próximos cinco años.

Espinar ingresa a un período de diálogo

Después de los violentos enfrentamientos entre los pobladores de la provincia de Espinar (Cusco) y la policía, que dejaron como saldo dos ciudadanos muertos y decenas de heridos, se retomó el diálogo entre los ministros representantes del gobierno, la empresa minera Xstrata y el alcalde de la provincia de Espinar.

Cabe subrayar la importancia de la constitución de la mesa de diálogo después de que el alcalde, Oscar Mollohuanca, ahora principal interlocutor ante el gobierno y la empresa, en representación de los pobladores de la provincia, fuera acusado por el Ministerio Público, detenido de manera preventiva y trasladado fuera de su jurisdicción a la región Ica, en la costa sur del país, para su juzgamiento. La decisión fue criticada por un amplio sector de la opinión pública, que afirmó que esto tenía un contenido político y que era legalmente controversial juzgarlo fuera del Cusco. 

Que la negociación llegue a buen puerto sería un logro de suma importancia porque podría abrir la puerta a que el diálogo y la negociación sirvan para resolver conflictos no solo en este caso particular, sino también en otros grandes proyectos que están a la espera. En Espinar las demandas son principalmente un mayor aporte de las utilidades de Xstrata al fondo social de desarrollo provincial creado en el 2003 y estudios de impacto ambiental responsables, que examinen el agua de los ríos para garantizar su no contaminación.


Caída del presidente Humala en las encuestas

En junio se publicaron cuatro encuestas nacionales y todas muestran un claro descenso de la aprobación al presidente Ollanta Humala en relación al mes anterior. La empresa Ipsos-Apoyo, en nota publicada en el diario El Comercio, constata un descenso de 6 puntos: de 51% a 45%; el diario La República difundió la encuesta de la empresa de investigación GFK que recoge un descenso de 8 puntos: de 49% a 41%; y Perú21 publicó resultados de la empresa Datum que señalan un descenso de 12 puntos: de 55% a 43%. La principal cadena de radio del país, Radio Programas del Perú, difundió un sondeo de la empresa CPI que mostró una baja de 4 puntos: de 49% a 45%.

El dato común es que la aprobación presidencial cayó de manera sustantiva y que, simultáneamente, la desaprobación aumentó de manera creciente, al punto de superar, en algunas encuestas mencionadas, el porcentaje de aprobación. Las razones que aparecen como principales para las personas encuestadas son el mal manejo de los conflictos sociales, el crecimiento de la inseguridad ciudadana y las escasas muestras de lucha contra la corrupción.
 
Regionalmente las caídas más importantes se producen en el norte y en el sur del país; esta última zona, su principal baluarte en las elecciones del 2006 y en las del 2011. La opinión recogida entre los limeños evita que la caída —que se produce en todos los sectores sociales, tanto en A y B  como en E, el más pobre, según la clasificación de las encuestadoras— sea aún más pronunciada. Ahora la pregunta es cómo interpretará el gobierno este descenso y qué medidas adoptará para que la tendencia a la baja continúe y, si fuera posible, modificarla a su favor.


Fines de julio: nueva directiva del Congreso y posible cambio ministerial

En torno a las Fiestas Patrias se convoca la elección anual de la nueva mesa directiva del Congreso de la República. El oficialismo pugna por mantener la presidencia de la mesa directiva; el candidato opositor, Víctor Andrés García Belaúnde, por el momento cuenta con el apoyo del fujimorismo, que representa la segunda bancada en el Congreso peruano con 37 miembros de un total de 130 congresistas. Es probable que el gobierno mantenga el control del Congreso, pero no sin dificultades ni sin hacer mayores concesiones políticas a sus aliados e, incluso, a algunas de las bancadas tenuemente opositoras.

No obstante, el cambio más esperado es el del gabinete ministerial, en particular, el del primer ministro, Oscar Valdés. El gobierno del presidente Humala está obligado a intentar neutralizar la caída en las encuestas y, al mismo tiempo, mantener su acuerdo con la inversión minera. Además, la designación del nuevo premier, si hubiera cambio, debe tomar en cuenta el estilo de gobierno del presidente, quien parece sentirse incómodo frente a un premier con alto protagonismo, como pudo ser Salomón Lerner durante sus primeros seis meses de gestión. Por esta razón se abren tres posibilidades: la menos probable, que se cambien algunos ministros pero se mantenga al premier; que el presidente elija a un nuevo premier entre su actuales ministros, quizá el del Ambiente, Manuel Pulgar Vidal, quien ha demostrado una mayor voluntad negociadora con los conflictos sociales que el actual premier; y, como tercera posibilidad, que el presidente designe como primer ministro a una persona de su entorno personal de confianza, como el ministro de Transportes y Comunicaciones, Carlos Paredes.
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